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Laautora analiza lacondición de lamujery las

relaciones de género en lalegislación civily penal

vemCrllzana en dos momentos del siglo XIX, locual

dacuenta del sistemade valores quelaarticulabay

enlazaba, y en donde el honorera el valor social

fundamental.

Además, estudia el cambiosocial en laconstrllcción

del Estado moderno operado mediante lapaulatina

desaparición del honor en la legislación apartir de

los códigos de 1932, en los cuales se modi ficóel

concepto de ciudadano, y el honordej'1 de sereleje

delaley, puesel individuo adquiere

responsabilidades al ser legitimadoporel Estado

mediante el Registro Civil.
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Theauthor analizes the condition andgender

relationship in VeraCrllZ' civil and criminal

legislation in two periods of the 19th century. 11

realized thesystem of values articulated and binded

them and that honor was the fundamental social

value. AdditionaJly, it studies thesocial change in

the fonnation of themodem state operated through

thegradual disappearmlce ofhonor in the

legislation sutting with the 1032 Codes in whic11

they modified thecitizen requirement and honor

stopped being theaxis of thelaw, for theindividual

acquired responsibilities to be legalized bytheState

through the Civil Registry.



Mujer yrelacionesde género
en la legislación veracruzana,

1896-19321

v e T o R 1 A e H E N A U T *

a legislación civil y penal de finales del siglo XIX en México constituye un

buen ejemplo para mostrar que e! control de la sexualidad se expresa en el discur­

so dominante del derecho que define lo lícito y lo ilícito, lo permitido y lo prohi bi­

do. En el presente trabajo destacaré la concepción acerca de la condición de la

mujer y las relaciones de género en la legislación veracruzana ; a la vez, señalaré

que las leyes so n el resu ltado de dinámicas históricas que generaron nuevos y

renovados discursos sobre el tema. Un concepto central que aparece en los códi­

gos analizados es el de! honor entendido como un sistema de valores que articula

y enlaza a los géne ros, y por ello ocupa un lugar destacado en este análisis. En la

primera parte del artículo reseñaré los códigos veracruzanos de 1896; en la segun­

da mencionaré las características de los promulgados en 1932. Ello permitirá esta­

blecer comparaciones, y señalar los cambios legislativos y las continuidades en

cuanto a la condición jurídica de la muj er y las relaciones de género.
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• La legislación veracruzanade 1896

De acuerdo con los informes enviados por los go bernadores en la segunda mitad

de l siglo XIX a la Legislatura del estado , dos grande s tip os de leyes ocuparon de

modo co nsta nte su interés (Blázquez, 1986). En primer lugar, cabe citar las refe­

rentes a la división de los te rrenos co munales, cuyo propósito era convertir al indí­

gena en propietario y en ciudada no perteneciente a u n Estado nación. La idea de

igualdad entre los hombres se enco nt raba en el centro de la revolu ción política

que destruyó gremios y privi legios, y que co nsideraba que la base sobre la que

debía erigirse el Estado moderno era la so ciedad civil y el individuo in dependiente.

Por consigu ient e, igualdad era progreso, el cua l se lograría en el cam po mediante la

división de las tie rras comunales. So n co nocidos los motines y levantamientos

cuyas causas, entre otras , fueron la aplicac ión de es tas leyes, co mo las rebel iones

indígenas en Papantla a fin ales del siglo XIX, que fueron duramente reprimidas por

el gobierno porfi rista .

Por otro lado, destacan los numerosos reg lamentos sobre estadísticas, reali­

zación de censos e inscripción de personas en el Registro C ivil, es ta blecidos en

esas dé cadas. En el po rfiriato dest acó el interés del go be rnante veracruzano Juan

Enríquez en que se inscribieran los matrimonios en el Registro C ivil, co ntra la cos­

tumbre de la unión libre o el matrimo nio re ligioso. En 1888, alarmado por el hecho

de que 58.5 por ciento del total de nacimientos en el estado carecían de la legit imi­

dad que otorgaba el estado civil, conside ró indispensa ble ap elar incluso a "proce­

dimientos coercitivos" para que este tipo de inscripción se rea lizara (B lázquez, 1986:

3094. tomo VI). La costumbre de la unión libre o matrimonio re ligioso, qu e el

gobem ador En ríquez consideraba antagónica al espíritu de las Leyes de Refo rma,

muestra la distancia entre la legislación y las prácticas de las clases popula res, lo

que provocaba que un número alto de hab itan tes se encontraran "carentes de los

derechos otorgados por la legitimidad del estado civil" (ibídem: 3093). La concep­

ción de a tutela que debía ejercer el derecho est ata l sobre cada individuo era parte

fundamental de las ideas libe rales de la época. En las sigu ientes páginas se destaca­

rá la importancia co ncedida por los códigos al tipo de legitimidad que otorgaba la

inscripc ión en el Registro Civil.

En esas décadas, cuando se reest ruc turó y co nsolidó el ap arato burocrático

de l estado de Veracruz, se produjeron varias modificaciones importa ntes que con-
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solidaron el orden jurídico veracruzano: entre ellas cabe mencionar la abo lición de

la pena de muerte en 18 69 . En lo concerniente a la obra legislativa, hay que desta­

car que en esos años se estableció la necesidad de formular nuevas leyes y códigos

penales qu e abarcaran y castigaran todos los delitos posib les, así como separar los

ramos civil y crimina l para co nsolida r a cada uno en su especificidad.

En 1868 se promulgaron los Códigos Corona (civil, penal y de procedimien­

tos) que superaron en muchos aspectos a la legislación española y virreina l, y consti­

tuyeron la primera legislación codificada del país, dictad a después de la Constitución

de 1857 (Domínguez, 1968; Domíngu ez, 1970). En 1873 se estableció la Ley Or­

gánica de los Tribunales del Estado, 10 cual constituyó una decidida acción para

delimitar el func iona mien to del orde n jurídico en Veracruz. En 1896 se promulga­

ron nuevos códigos civil y pen al, los cuales fueron una adaptación de los del gobier­

no federal a las circunstanc ias de Veracruz. De esta manera, durante la segunda

mitad del siglo XIX, los gobernantes verac ruza nos se esforzaron por legislar, codifi ­

car y clasificar los delitos (Chen aut, 1989). Se deduce qu e el orden jurídico vera­

cruzano se conso lidó mediante un proceso relacionado con las din ámicas históricas

de conformación del Estado nacional que tuviero n lugar en todo el país, con el de­

sarrollo del capitalismo y la necesidad de adecua r el apa rato del Estado a las nue­

vas condiciones naciona les. Desd e este punto de vista, se sostiene que en el porfiriato

se estableciero n las bases estructu rales de func iona miento del orde n jurídico de la

moderni dad, y Veracruz es só lo un ejemplo de un a serie de medid as ado ptadas

como parte del proceso de co nstrucción de la nación mexicana.

Del Có digo Penal de 1868 destacaré la importancia otorgada a las cuestiones

del honor en la regulación de las relaciones de género (Chen aut, 1997). Se promo­

vía la imagen de la mujer honrada, preocupada po r su reputación, qu e debía man­

tener la castidad , si era soltera, y la fide lidad al marido, si se encontraba casada. En

este código se establecía que los delit os sexuales como "robo de mujer", estupro y

relaciones incestuosas se cast igaría n co n una pen a mayor si la muj er se enco ntra­

ba casada por el Registro Civil. De es ta manera, el control de la sexualidad femenina

era más estricto sobre la mujer casada por la ley. Posteriormente, el Código Pena l

de 1896 pus o aún mayor énfas is en las cuestio nes del honor, por lo que reguló de

manera más elabo rada las relaciones entre honor y legalidad.

Una diferen cia importante entre am bos códigos penales reside en que el de

1868 no establecía diferentes pe nas al ad ulterio cometido por muj er o por horn-
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breoEn cambio, el Código Penal de 1896 por este delito imponía una pena mayor a

la mujer que al hombre, como se verá más ade lante. En este último código se

observa que la condición jurídica de la mujer expresa mayor asimetría que en el

código anterior. Este sería uno de los casos en que, como manifiesta Arrom (1981).

la legislación del siglo XIX no siempre introdujo cambios favo rables a la mujer.

En este trabajo no me pro pongo establecer una comparación sistemática

ent re los códigos pena les de 1868 y 1896, sino sólo señalar sus semeja nzas, en el

sentido de que en ambos las relaciones en tre los géneros se encuentran definidas y
permeadas por las cuestiones del honor (castidad y fidelidad en la mujer; vigilancia

por los hombres del honor de las mujeres de la casa). Acorde con la mayo r com­

plejidad legislativa a finales del siglo XIX y con el pensamiento positivista que in­

fluyó en los códigos de 1896, en éstos se establecía una caracterización más am plia

y detallada de los diferentes delitos, las cuest iones del honor se regulaban con

mayor detenimiento y se establecía una nueva categoría de delito, conocida como

"delitos contra la reputación" (injuria, difamación y calumnia) .

A continuación definiré el modelo de relaciones de género y famil ia pos tula­

do por las leyes en el estado de Veracruz, a partir de los Códigos Civil y Penal

promulgados en 189 6 por el gobernador Teodoro Dehesa. Comenzaré planteando

la indisolubilidad del matrimonio monogámico, de acuerdo con el artículo 158 del

Código Civil citado:

Alt . 158. El matrimonio es la sociedad legítima de un so lo ho mbre y una sola

muj er, que se un en po r medio de un contrato so lemne, con vínculo indiso­

luble, para perpetuar su especie y ayudarse a llevar el peso de la vida [... ]

De esta manera, se postulaba una concepción de las relaciones de género centrada

en la familia monogámica, nuclear e indisoluble, que implicaba la permanente vi­

gilancia que los hombres debían ejercer sobre la conducta sexual de las mujeres

de su familia. Es necesario tener en cuenta que la ley dictada el 29 de diciembre de

1914 por el presidente Venustiano Carranza estableció la diso luc ión de l vínculo

matrimonial, y la pos ibilidad de contraer un nuevo enlace luego de ha ber ob tenido

el divorc io. Esta ley fue promulgada en el estado de Veracruz en agosto de 1915

por el gobernador carrancista Cándido Aguilar. En ambas leyes se establecía un

periodo de 300 días posteriores a la diso lución del primer matrimonio para que la
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mujer pudiera contraer nuevas nupcias, con el objeto de garantiza r la legitimidad

de los hijos.'

Una lectura complementaria de los Có digos Civil y Penal de 1896 muestra,

respecto a las relaciones de género, al menos dos cues tiones que llaman la aten­

ción: por un lado, los cód igos se fundab an sobre la inferioridad jurídica de la mu­

jer respec to al hombre, ya que ella dependía jurídica y socialmente del marido, si

era casada , y de su padre o tutor, si era soltera; por otro lado, estos códigos estaban

permeados por el concepto de honor, que definía y regulaba las relacion es en tre

los géneros. Además, la conducta fem enina ideal estimada como ho norable debía

inscribirse dentro de la legalidad marcada por la legislación , ya que, de acue rdo

con esta concepción, só lo eran honorables las relaciones sexuales dentro del ma­

trimonio legitimado en el Registro Civil. De esta manera, la conducta femenin a

honorable era la observada en las relaciones matrimoniales (Chenaut , 1997) .

La desigualdad jurídica de la mujer puede ejemp lificarse con el tema referi­

do a los derechos y ob ligaciones que conciernen a los contrayentes. Aquí cabe

destacar la protección que el hombre de bía otorgar a la mujer (atributo esencial­

mente masculino, en este caso), y la obediencia qu e ésta debía a aquel "en lo domés­

tico como en la ed ucación de los hijos y en la administración de los bienes" (Código

Civil, 1896, artículo 181). Por lo tanto, el marid o se convertía en el "administrador

legítimo" de los bienes del matrimonio (Código Civil, 1896, artículo 185), y en el

"representa nte legítimo" de la muj er, la cua l no pod ía sin su autorización escrita:

Art. 186 [. ,, ] Comparecer en juicio por sí ó por procurador, ni aun para fa

prosecución de los pleitos comenzados antes del matrimonio y pendientes

en cua lquiera ins tancia al contraerse éste [" .] (Código Civil, 1896). Art. 187.

Tampoco puede la mujer, sin licencia de su marido, adquirir por título one­

roso ó lucrativo, enajenar sus bien es ni obligarse, salvo en los casos especifi­

cados por la ley (Código Civil, 1896).

En caso de ausenc ia o negativa del marido, el Có digo Civil de 1896 preveía que

dicha auto rización podía se r oto rgada por "la autoridad judicial" (Código Civil,

1896, artículo 189). De esta man era, el capítulo "derechos y obligaciones" relativos

2 Gaceta Oficial del Estado de Veracruz, núm. 65, 20 de abril de 1915, y núm. 114, 12 agosto de 1915.
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a la relación matrimonial dedicaba la mayor part e del mismo a regul ar lo concer­

niente a la situación de inferioridad jurídica de la mujer, especi ficando los casos en

que ésta necesitaba auto rizació n judic ial para realizar ciertos acto s. De igual ma­

nera, cabe mencionar que cua ndo el matrimo nio se realizaba por el régimen de

"sociedad.conyuga l", el ma rido se convertía en el "legít imo administrador" de di­

cha sociedad, y la muj er sólo pod ía administ rar por co nve nio o sentencia que la

habilitara ante la ausencia de aquel, imp edimento, o el abando no masculino del

domicilio conyuga l (Cód igo Civil, 1896, artíc ulo 189).

El caso del divorcio es interesante para mostrar el tratamiento diferenciado

que los códigos de 1896 oto rgaba n al hombre y a la muj er. El adulterio cometido

por cualquiera de los cónyuges aparecía como la prim era causa de divorcio, y sin

duda la más importante (Código Civil, 1896, artíc ulo 216) .3Pero el adulterio feme­

nino era siempre causa de divorcio, mientr as que el del marido só lo lo sería cuan­

do oc urr iera alguna de las siguientes circunstanc ias:

A l1. 217. 1. Que el adulterio haya sido cometido en la cas a común; 11. Que

haya habido concubinato entre los adúlte ros, de ntro ó fue ra de la casa con­

yuga l; 111. Q ue haya habido escándalo ó insulto público hecho por el marido

á la mujer legítima; IV. Q ue la mujer con quien se cometió el adulte rio haya

maltratado de palabra ó de obra, ó qu e por su causa se haya maltratado de

alguno de esos modos á la mujer legítima (Código Civil, 1896).

De acue rdo con la legislación de esa época, el hecho social del divorcio era tan

grave que conllevaba la pérdida de la patria potestad sobre los hijos cu ando el

cónyuge decla rado culpable era qui en la ejercía (Cód igo Civil, 1896, artíc ulo 377).

La cuestión de la pat ria potestad, qu e según el Código Civil de 1896 se eje rcía

"so bre la perso na y los bienes de los hijos legítimos y de los naturales legitimados

ó reconocidos" (Código Civil, 1896, art ículo 354), es interesante para mostrar la

relación ent re honorabi lidad y ley planteada en párrafos anterio res. Mie ntras este

código esta blecía que la muj er so ltera podía ejercer la patria potestad sobre sus

3 Otras causas que en el Código Civil de 1896 se consideraban "legítimas" de divorcio eran que la mujer diera a luz

un hijo ilegítimo; abandono de alguno de los cónyuges del domicilio conyugal sin causajusta; la sevicia, amenazas o

injurias graves de uno a otro. etcétera.
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hijos natu rales reco nocidos por ella," perd ía este derecho en caso de mantener

relaciones sexua les cons ide radas ilegítimas por la ley (relacion es fuera del matri­

monio), incluso si se trataba de una nueva relación matrimoni al. Lo mismo ocu­

rrfa en el caso de las abuelas matern a y paterna, qui enes por ley también tenían

derecho a ejercer la patr ia potestad en ausencia de los padres (al igual que los

abuelos por ambas líneas). Al respecto cabe citar los siguientes artículos del Códi­

go Civil de 1896:

Art. 389. La madre ó abue la viuda que vive en mancebía, ó da á luz un hijo

ilegítimo, pierde los derechos de patri a potestad. Art. 390. La madre ó abue la

que contrae nuevo matrimonio, pierde la patria potestad. Si no hubiere per­

sona en quien recaiga, se proveerá á la tutela conforme á la ley. A rt. 391. La

tu tela en ningún caso podrá recaer en el segundo marido. Art. 392. La madre

o abuela que volviese á enviudar, recobrará los derechos perdid os por haber

contraído otro matrimo nio.

Esta cuestión de los hijos naturales revestía singular importancia en el Cód igo

Civil de 1896, ya que se encontraba en estrecha relación con la honorabilidad, en

cuanto a que los hijos habidos dentro del matrimonio eran los úni cos que gozaba n

de todos los derechos otorgados por la ley, porque eran producto de un a relación

en la que el honor y la ley se correspondían. Los hijos natu rales podían ser legiti­

mados a través del matrimonio de los padres (Código Civil, 1896, artículo 315);

pero el reconocimiento de un hijo na tural debía realizarse con precauciones que

tenían como fin proteger la rep utació n de la otra person a con la cual se procreó el

hijo, como se puede constatar en los siguientes art ículos del citado Código Civi l:

Art. 330 . Cua ndo el padre ó la madre reco nozcan separadamente á un hijo,

no podrán revelar en el acto de l reconocimie nto el nomb re de la perso na con

quien fue habido, ni exponer ninguna circunstancia por la que aquella pue­

da ser reco nocida. Las palabras que contenga n la revelación, se testarán de

oficio de manera que queden ilegibles.Art. 332. Se prohibe abso lutamente la

' El padre podía ejercer la patria potestad sobre sus hijos naturales,siempreque los hubiera reconocido antes de que

cumpliera n los siete años de edad (Código Civi l, 1896, artículo 355).
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investigación de la paternidad de los hijos nacidos fuera de matrimonio. La

prohibición es absoluta, tanto a favor com o en contra del hijo. Art. 334. So­

lamente el hijo tiene derecho de investigar la maternidad, para obtener el

reconocimiento de la madre; y únicamente podrá hacerlo co.icurriendo las

circunstancias siguientes: 1. Que ten ga en su favor la posesión de estado de

hijo natural de aquélla; JI. Que la persona cuya maternidad se reclame no

esté ligada con vínculo conyugal al tiempo en qu e se pida el reconocimiento,

ni lo haya estado en la época del nacimiento. Art. 346 [... ) siempre que en

virtud de sentencia ejecutoriada, resultare que el hijo reconocido procede de

un ión adulterina ó de incestuosa no disp ens able, el hijo no tendrá más dere­

chos que los que la ley concede á los espurios (Código Civil, 1896).

El hecho de que en el Código Civil de 1896 se considerara "espurio" al hijo pro­

du cto de un a relación en la cual un o de los involucrados estaba legalmente casado

con ot ra persona tenía su complemento en el Código Penal de la mism a fecha, que

consideraba el adulterio como delito. Vale la pena transcrib ir los artículos del Có­

digo Penal sobre este punto porque revelan , una vez más, el tratamiento diferen­

ciado otorgado a mujeres y a hombres, así como la rigidez de los límit es moral es en

aquella época:

Art. 784. El adulterio será castigado con las penas sigu ientes: 1. Con dos años

de prisión y multa de segunda clase el cometido por mujer casada con hom­

bre libre, y el ejecutado en la casa cony ugal por hombre casado con mujer

libre; n. Con un año de prisión el ejecut ado fuera de la casa conyugal por

hombre casado con muj er libre; III . Co n dos años de prisión el cometido por

mujer casada con hombre casado; pero á este último sólo se le impondrá un

año de prisión , si ejecutare el adulterio fuera de su domicilio conyugal é

ignorando que la muj er era casada. Art. 785. Además de las penas de que

habla el artículo ante rior, quedarán los adúlteros suspensos por seis años en

el derecho de ser tutores ó curado res.Art. 787. Son circunstancias agravantes

de cuarta clase: 1. Tener hijos el adúltero ó la adúltera; JI. Ocultar su estado el

adúltero ó la adúltera casados, á la persona con quien cometan el adulterio.

Art. 788. No se puede proceder crimina lmente contra los adúlteros sino á

petición del cónyuge ofendido. Art. 789. La mujer casada sólo podrá quejar-
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se de adulte rio, en tres casos: 1. Cuand o su marido lo cometa en el domicilio

conyuga l; JI. Cua ndo lo cometa fuera de él con una conc ubina; 1II. Cuando

el adulte rio cause escá ndalo, sea quien fue re la adúltera y el lugar en que el

delito se cometa. Art. 791. Aunque el ofendido haya hech o su petición contra

uno so lo de los adúlteros, se procederá siem pre contra los dos y sus cómpli­

ces (Códi go Penal, 1896).

En este texto resalta la importan cia otorgada al conocimiento del estado civil de la

persona con la que se cometie ra adulte rio, así como el qu e los hechos tuvieran

lugar en la "casa conyugal", y las limitaciones de la muj er casada para prese ntar

una acusación de adulterio. Se desprende que estas cuestiones se enc uentran en

íntima relación con la relevan cia que para ambos códi gos de 1896 ten ían los asun­

tos de honor en la relación entre los géneros, en los qu e el esta do civil de las

personas era el regulador básico para caracterizar y defini r los hechos como "deli­

to". La cuest ión de fo ndo en el diferente t ratamiento del adulterio feme nino y del

masculino reside en que el de la mujer cuestiona la paternidad de los hijos habidos

en el matrimonio, con lo que se pone en riesgo la institu ción de la familia, cuya

parte centra l es la herencia." Cons ide rar de manera diferente el adulterio cometido

por hom bre y mujer tiene en la historia del pen samien to occidental íntima rela­

ción con la estructura de la familia patriarcal y monogámica; a su vez, la tipificación

del adulterio como delito ha sufrido mo dificac iones en la histo ria del derecho

veracruzano a lo largo del presente siglo, como se verá más adela nte.

La gravedad del adulterio, en cua nto atentado a la inst itu ción familiar y al

honor masculi no, motivó que el Código Penal de 1896 exim iera de pena al cónyu­

ge ofendido que diera muerte al que lo ofendió al encont rarlo in fraganti; ello se

debe a la consideración de que la observación de los hechos y el honor lesionado

de quien sorprendiera a su cónyuge j ustificaban el homicidio. Incluso, se eximía de

pena al padre qu e matara a su hija y/o a su amante en caso de encontrarlos soste­

niendo relaciones sexua les (Código Pena l, 1896, artículos 532 y 533). El Código

Penal de 1868 daba mayores facu ltades al hombre, ya que establecía que podía

5 Enelderecho romano comenzó a regularse la situación jurídica de la mujer en casos de adulterio. delito que sólo

era castigado cuando ésta lo cometía;el derecho español incorporó estasdefiniciones a su cuerpode leyes (González

Blanco, 1979; Polaino, 1975).
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quitar la vida a quien encontrara manteniendo relaciones sex uales con su "hija,

nieta, hermana o nuera". Pero en caso de que la muj er muriera a consecuen cia de

esta agresión, el atacante era cast igado con dos a diez año s de prisión o trabajos

forzados (Código Pena l, 1868, artículo 583).

El Có digo Penal de 1896 no sólo protegía el honor masculino al tipificar de

manerá diferente el adulterio cometido por el hombre que por la muj er, sino que

tambi én se preocupaba por la honra femenina al establecer penas diferen tes a la

comis ión de delitos sexua les considerando el hecho de si la mujer estaba casada

por el Registro Civil o no lo esta ba. Se imponían penas diferentes en caso s como

aborto e infanticidio, dependiendo de este hecho; por eje mplo, el delito de "aborto

intencional" se castigaba co n dos años de prisión , si oc urrían las siguientes cir­

cunstancias: 1) que la madre no tuviera mala fama; 2) que hubiera logrado ocultar

su embarazo, y 3) qu e el hijo fuera fruto de uni ón ilegítima. Al faltar alguna de las

dos primeras circunstancias, se aumentaba un año de pri sión, pero si faltaba la

tercera, o sea que el hijo fuera concebido den tro del matrimonio, la pen a se ría de

cinco años de pris ión, "concurran ó no las otras dos circunstancias" (Código Pe­

na l, 1896, artículo 551) .6

Por otro lado, cabe mencionar un procedimiento en uso en aquella época

relac ionado con la situación de la muj er ante el derecho, y las dificultades e inco­

modidades que implicaba para ella el trámite de divorcio, 10 que afectaba su vida

cotidiana y la de los hijos. Co n ello se hace referenci a al requisito fijado por la ley

de que la muj er debía ser depositada, es decir, dejada en custodia en casa de probada

honradez." Para ilustrar este punto es necesario citar el artícu lo 233 del Código

Civil de 1896 que seña laba que al admitirse en el juzgado la demanda de divorcio

pro cedía:

Art. 233. 1. Separar á los cónyuges en tod o caso; 11. Depositar en casa de

persona honrada á la mujer, si se dice que ésta ha dado causa al divorcio y el

6 ElCódigo Penalde1896también regulabaampliamente losdenominados"delitos contra la reputación",queen estecaso

eran "injuria". "difamación" y"calumnia extrajudicial",que teníanel propósito de proteger el honor de una persona.

7 En México, el depósito data de la época colonial, cuando era utilizado por los tribunales eclesiásticos (Arrom,

1988) . La Ley de matrimonio civil promulgada por el presidente Benito [u árcz en 1859 y la legislación de los siglos

XIX y xx continuaron haciendo uso del mismo. Hasta el presente el depósito no ha sido suprimido de la legislación

veracruzana (Código de Procedimientos Civiles. 1998. artículos 158-168).
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marido pidiere el depósito. La casa que para esto se destine será designada

por el juez. Si la causa por la que se pide el divorcio no supone culpa en la

mujer, ésta no se depositará sino á solicitud suya.

El depós ito era un trámite po r el que se deduce que la mujer obtenía la protección

y salvaguarda del Estado - representado por el juez-, que se constituía en su

protector. El procedimiento só lo podía llevarlo a cabo el juez de primera instancia,

quien debía acudir al domicilio conyugal para proceder al depósito de la mujer en

la casa elegida . Así lo especifica el Código de Procedimientos Civiles de 1896:

' ''Motivos 1.••1que expone ante la Legislatura el C. lng. Adalberto Tejeda", en el Código Civil de 1932:1 4.

Art. 1530. A continuación [el juez] dictará providencia mandando intimar al

marido que no moleste á su mujer ni al depositario, bajo apercibimiento

de procederse contra él a lo que hubiere lugar; y á la mujer, que si dentro de

diez días no acredita haber intentado la demanda de divorcio, ó la acusación

de adulterio, quedará sin efecto el depósito y será restituida á la casa de su

marido. Esta providencia se notificará en forma legal á la mujer y al marido.

Nombrar a un depositario implicaba un acto forma l, lo que justificaba legalmente

el hecho de que una mujer casada y supuestamente culpable pudiera separarse de

lacasa del marido; en este acto se tomaba protesta de ley al depositario y al marido,

quien prometía no molestarla durante el depósito. Esto ilustra la situación jurídica

de la mujer casada en estos casos: ella sólo podría estar bajo la tutela de un hombre

(el marido o el depositario), con el apoyo irrestricto del derecho. "

A continuación reseñaré las profundas modificaciones realizadas a la legisla­

ción veracruzana con los nuevos códigos civil y penal vigentes a partir de 1932 por

obra del gobernador agrarista Adalberto Tejeda, quien buscó legislar de acuerdo

con princ ipios en favor de las clases subalternas. Como parte innegable de esta

nueva concepción del derecho debe destacarse el planteamiento de la igualdad

civil de la mujer, a quien se equiparaba "absolutamente al hombre en todos los

aspectos esenciales de la vida cívica" ." Esta igualdad jurídica de la mujer, que

redefinió las relaciones de pareja y la concepción de género en las leyes, no fue
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obstáculo para qu e en los nuevos códigos las cues tiones de honor siguieran

permeand o las relaciones entre los géneros.

• Adalberto Tejedayla igualdad jurídicade la mujer

Según Adalberto Tejeda, en cont raposició n a la concepción liberal que definía la

historia "como la evolución del concepto de libertad [.. .] nosotros diríamos que la

historia es la evoluc ión del concepto de justicia"." Estas palabras del gobernador

Tejeda, pronunciadas en su informe del 16 sept iembre 1932 ante la Legislatura del

Estado, const ituyen un resumen del sentido que otorgó a su obra de gobierno

(1920-24 y 1928-32). Tejeda se propuso ser un continuador de la acción revolu­

cionaria, y en esta dirección realizó reformas políticas, sociales, económicas y reli­

giosas fun damentadas en su ideología socialista, por la cual obreros y campesinos

deberían to mar el poder sin violentar los marcos constitucionales. Según Fowler

Salamini (1979: 107), cuatro ideas cimentaban su postura política: elevar el nivel

cultural de las clases pop ulares, ya que la educación influiría en el desarrollo de su

conciencia revolucion aria; garantizar que las organ izaciones obreras y campesinas

cumplieran funciones sociales; promover la socia lización de la tierra y la nac iona­

lización de industrias como la vía para dar solución a la problemática económica;

la consideración, dentro de la corriente positivista, que la "política cient ífica" sería,

sob re la "política partidaria", la que impulsaría el progreso.

Sobre estas bases, Tejeda llevó a cabo su amp lio programa de gobierno, que

implicó que durante su segundo mandato (1928-1932) estas medidas cristalizaran

en la expansión del movimiento campesino organizado y en una crec iente autono­

mía del gobierno veracruzano respecto a las autoridades del centro del país, que

mantenían una posición más conservadora ante las reformas sociales. En esos años,

conoc idos como la "época dorada del agrarismo" (Falcón, 1977), se distr ibuyó a

los campesinos veracruzanos la cantidad de 358 435 hectáreas, ejecutadas definiti­

vamente, un número considerab lemente mayor al distrib uido por los gobiernos de

la primera mitad de siglo (Fowler Salarnini, 1979: 131-132) .

' Informe del Gobern ador Adalberto Tejeda ante la Legislatura del Estado, en Blázquez (1986: 6071, vol. XI).
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Tan renovadora obra no podría realizarse sin el apoyo del poder judicial y de

la legislatura estatal, y a ello se dedicó el gobernador, aun a costa de la independen­

cia de estos poderes. Pero, tal como él sostuvo en un discurso al tribunal superior

de justicia: "la acción revolucionaria empieza por adent rarse en la conciencia del

poder judicial" (Blázquez, 1986: 6220, tomo XI). Sólo esta toma de concienci a

motivaría que se llevara a cabo lo que para Tejeda era un constante interés: que los

sectores populares recibieran justicia amplia y expedita . De esta manera, los líde­

res agrarios ocuparon la mayoría de las curules legislativas, e influyeron en las

decision es del poder judicial y en la administración de justicia en los municipios;

incluso pidieron la destitución de jueces municipales que no estaban de acuerdo

con los intereses de los agraristas. La Liga de Comunidades Agrarias llegó al punto

de influir en el nombramiento de los magistrados del tribunal sup erior de justicia

del estado, lo que provocó la renuncia de aque llos que no eran partidarios del

agrarismo (Falcón, 1977; Fowler Salarnini, 1979).

En 1932 , en alian za con el movimiento campesino, Tejeda ejercía el control

casi absoluto sobre el estado de Veracruz apoyado en tres soportes fundamentales:

las milicias campesinas armadas, control sobre los presidentes municipales, y la

legislatura. Ello le permitió promulgar y aplicar diversos tipos de leyes con el obje­

tivo fundamental de realizar la adec uación del aparato jurídico del estado de Vera­

cruz para que las reformas sociales pudieran ser efectivas (Falcón, 1977).

Adecuar la letra de la ley al positivismo jurídico formalista y a la particular

problemática eco nómica y social del estado de Veracruz fue uno de los ejes de la

obra pública de Tejeda. Desde esta perspectiva, calificaba de "anticuada y anacrónica"

a la ante rior legislación, mientras que la nueva coadyuvaría a la "confirmación de

las conquis tas [oo .] de la Revolución", y se "introduce un moderno concepto social

de lo justo y lo inj usto". En el ámbito del derecho civil, que él consideraba "el

último refugio de los inte reses conservadores" , se hicieron importantes reformas,

como la igualdad jurídica de hombres y mujeres con el desmantelamiento de to­

dos los elementos del Código Civil de 1896 que tu vieran la impronta de la des­

igualdad entre ambos (Blázquez, 1986: 6081, tomo xn.
El nuevo Código Civil de 1932 fu e una adaptación del expedido para el Dis­

trito Federal y Territorios en 1928 durante la presidenci a de Plutarco Elías Calles,

mientras Tejeda era su secretario de Gob ernación. Fue tal el interés de éste en

llevar su concepto de justicia y de igualdad al plan o de las relaciones entre los
1

I
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géneros que aun se interesó en cuestiones de redacción y estilo para evitar que se

hic iera una lectura favorab le a los intereses masculinos. He aquí el contenido del

artículo 29, que impregnó e! sentido de esta ley:

Art.. 29. Cuando por exigencias de construcc ión gramatical, de enumeración,

de orden, o por ot ra circunstancia cualquiera, el texto de la ley use o dé pre­

ferencia al género masc ulino, o haga acepción de sexo que pueda resultar

susceptible de interpretarse en sentido restri ctivo contra la muj er, las autori­

dades, los jueces y los tribunales interpretarán el texto confuso en sentido

igualitario para hombres y mujeres, de modo que éstas se encuentren equi­

paradas a aquéllos en términos de estatuto jurídico perfecto, tanto para ad­

qu irir toda clase de derechos, como para contraer igua lmente toda clase de

obligaciones (Código Civil, 1932).

La nueva legislación era más sensible a las costumbres y realidades de la pobl ación

veracruzana que los códigos porfiristas de 1896. Así, para legislar, se to maron en

cuenta situaciones de hecho prevalecientes en e! estado de Veracruz, en particular

en las áreas rural es, en lo que respecta a la alta tasa de concubinatos e h ijos ilegíti­

mos. En este sentido, fue innovador e! artículo 1568 de! Cód igo Civil de 1932, por

e! cual el hombre y la mujer que hubie ran vivido juntos como marido y mujer bajo

e! mismo techo,

Art. 1568 [... ] durante los tres años que precedieron inmediatamente a la

mu erte, o un tiemp o menor si han tenido hijos, siempre que ambos hayan

permanecido libres de matrimonio durante el concubinato, tienen mutuo y

recíproco derecho a heredarse [...]

El capítulo "Derechos y obligaciones que nacen de! matrimonio" ofrece también

un contraste con el Código Civil de 1896, ya que en el nuevo cód igo hubo interés

en destacar la igualdad jurídica entre hombre y mujer, tal como se plantea en los

siguientes artículos:

Art. 100. Los cónyuges por igual y recíp roca y mutuamente deben atender al

sostenimiento del hogar [.. .] Art. 102. El marido y la mujer tendrán en el
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hogar autoridad y consideraciones iguales [.. .] A lt . 103. Los cónyuges con­

certarán entre sí la mejor distribución del cuidado y atención de las cargas

conyugales y dirección de los trabajos del hogar. Art. 104. El marido y la mu­

jer, mayores de edad, tienen capacidad para administrar, contratar o dispo­

ner de sus bienes propios [... ] (Código Civil, 1932).

Asimismo, en el caso del reconocimiento de los hijos naturales se hicieron impor­

tantes modificaciones, ya qu e desapareció la categoría de hijo "espurio", y se redu­

jo el peso oto rgado en el código civil anterior a la relación entre honor y legalidad.

Entonces, no todas las uniones fuera de la legalidad conferida por el Registro Civil

carecían de honorabilid ad, dado qu e desap areció la caracterización de que aque­

llos que vivían en unión libre o contraían nuevo matrimonio perdían la patria

potestad de los hijos. En lo referente a los "hijos hab idos fuera del matrimonio", la

liberalidad de estos nuevos códigos planteó amplia s posibilidades para que pudie­

ra ser reconocido un hijo qu e se tuvo fuera de esta relación. Sin embargo, se man­

tuvo como cons tante la protección otorgada al honor de la person a con la cual se

procreó el hijo, y sigui ó vigen te el artículo del Código Civil de 1896 que establecía

que el hombre o muj er que reconociera a un hijo habido fuera del matrimonio, o

anterior a éste, no podía revelar el nombre de aquel con quien se engendró el niño

(Código Civil, 1932, Art. 311). Por ultimo, cabe mencion ar que en este código se

especificaba qu e el divorcio dejaba a los cónyuges en aptitud de contrae r nu evo

matrimon io, y el adulterio "debidamente probado" de cualquiera de ellos como la

primera causal de divorcio (Art. 140 Y141). ,

En el derecho pen al hubo un cambio importante respecto a la concepción

del derecho y el delito, por lo que se tomaron en consideración las causas sociales

de la delincuencia, y se alejó de la antigua concepción del Código Penal de 1896, al

que el gobernado r Tejeda definió como "simples castigos y represiones" (Blázquez,

1986: 6081-6082, tomo x t). Resalta el hecho de que a partir del Código Penal

de 1932 ya no se tipificó el adulterio como delito, lo cual fue congruente con el

objetivo de otorgar a la muj er igualdad jurídica respecto al hombre. Sin embargo,

el Código Penal de 1932 continuó permeado por la impronta del hon or en lo con­

cerniente a las relaciones entre los géneros. Para ejemplificar, basta citar que el

código pena l tejedista era excluyente de respon sabilidad penal, y por lo tanto, no

implicaba cometer un delito, el haber act uado,
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A 11. 44 [oo.) en defensa de su persona, de su honor o de sus bienes, o de la

persona, honor o bienes de otro, repelien do una agres ión actual. violenta,

sin derecho y de la cua l resulta un peligro inmine nte (Código Penal. 1932).

De esta manera, la noción de legítima defensa se determinaba, entre otras circuns­

tancias, por la defensa del honor pro pio o ajeno, lo que por lo general era un atri­

buto masculino. Como ya vimos, esta conce pción se encontra ba fuerteme nte arrai­

gada en los códigos de 1896. La presencia de! honor se detecta con mayor claridad

en el Código Penal de 1932 en la tipificación del delito de "homicidio simple",

do nde prácticamente se repitiero n los artículos de! Có digo de 1896, en el sentido

de que no se cast igaría "al que sorprend iendo a su cónyuge en el acto carn al o en

un o próximo a su consumación, lesione o mate a un a de las personas sorprendi­

das, o a ambas" (artículo 832). En e! artículo siguiente (833) se esta blecía que "tam­

poco se impondrá ninguna pena al padre o madre qu e lesione o mate al corruptor

de su hija en el momento de hallarla en el acto carn al o en uno próximo a su

consumación" . El Código Penal de 1932 y su antecesor fueron estrictos en esta­

blecer que esta permisividad oto rgada por la ley sólo era aplicable cuando e! cón­

yuge, padre o madre que cometiera e! homi cidio fuera persona sin tacha , a quien

no se pudiera acusar de haber realizado los actos sanc ionados. Es decir, esta licen­

cia de la ley só lo se oto rgaba a las personas honorables. El Código Pen al de 1932

siguió manteniendo la correspondencia entre honor y legalidad só lo en e! caso del

delito de "infanticidio", ya que se castigaba con una pena mayor si la madre que lo

había comet ido era casada, y por tanto e! hijo era legítimo.

El Código Penal de 1932 aparece como una legislación de transición que, a

pesar de que todavía mantenía ciertas conce pciones ancladas con firmeza en valo­

res como el del honor, dio inicio a una nueva cor riente crimino lógica que prevale­

ció en e! derecho veracruzano, la del pos itivismo jurídico. Es necesario destacar

que la trascendencia de la obra legislativa de Adalberto Tejeda puede medirse por

el hecho de qu e el Código Civil de 1932, que él promulgó, au nque con numerosas

mod ificaciones, se encuentra todavía vigente en el estado de Veracruz.'?

10 En cambio, en 1948 se promulgó en Veracruz un nuevo Código Penal, que fue reemplazado por el de 1980,

actualmente vigente.
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• Consideraciones finales

La magnitud de las modificaciones observadas en la legislación veracruzana de

1932 muestra que el derecho se inserta en dinámicas de cam bio sociojurídico,

como resultado de negociaciones, no sólo entre los grupos y proyectos políticos en

el poder, sino también con las clases subalternas. Un eje mplo de esto es el proyec­

to tejedista posrrevolucionario, qu e impli có un cambi o radical en las propuestas

gubernamentales, en estrecha alianza con los sectores obreros y campesinos.

A lo largo del siglo xx, los cambi os a la legislación civil y penal de Veracruz,

en lo concerniente al sentido de honor postulado, ocurrieron en la dirección de

individualizar la concepción de las relaciones entre los géneros, a la vez que con la

ley tejedista se les otorgó mayor simetría en el plano jurídico. Con su insistencia en

el honor, los códigos de 1896 regulaban las relaciones entre los géneros en función

del conjunto social ante el cual el honor y la reputación se pierden o se ganan, o

sea ante los igua les en la sociedad; reco rdemos, como sosti ene Pitt-Rivers (1 979),

que e! honor só lo se pierde ante otros. La paul atina desaparición de! honor en la

legislación a partir de los códigos de 1932 se inserta en las tendencias teóricas que

fundamentaron la construcción del Estado moderno, uno de cuyos pilares es el

concepto de ciudadano. Este cambio tuvo lugar en el derecho civil y penal veracru­

zano con la obra legislativa qu e impulsó el gobernador Adalberto Tejeda. Cabe

señalar qu e el honor tod avía se encuentra presente en el actual Código Penal (de

1980), en la existe ncia de los "delitos contra el honor" ("difamación" y "calum­

nia"), porque esto sign ifica reconocer qu e todo hombre tiene derecho al hon or.

Por ello, denunciar estos del itos permite una vía legal y personal para reivindicar el

propio ho no r. Pero en la actualidad ha desaparecido totalmente la relación entre

honor y legalidad establecida en los códigos de 1896, y la importancia concedida a

la reputación de la muj er ante su grupo social. Por estas razones, se puede sostener

que e! sen tido del honor en la ley ha cambiado de eje: del grupo ha pasado al

individuo; de ser legitimado po r el Estado a través de! Registro Civil, ahora es más

un asunto de responsabilidad y decisión perso nal.
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